DERECHO A LA INFORMACION
Y VERACIDAD INFORMATIVA

(Comentario a las SSTC 168/86 y 6/88) (*)

MARC CARRILLO

SUMARIO: 1. EL vALOR JURIDICO DE LA VERACIDAD.—II. LA NATURALEZA JURIDICA
DEL DERECHO DE RECTIFICACION: SU VALOR AMBIVALENTE.—III. {RECTIFICACION POR
INFORMACIONES VERACES? LA STC 168/1986, DE 22 DE DICIEMBRE.—IV. LA VERACIDAD
DE LA INFORMACION COMO DEBER DE DILIGENCIA: LA STC 6/1988, DE 21 DE ENERO.

I. EL VALOR JURIDICO DE LA VERACIDAD

El reconocimiento por la Constitucién Espafiola (CE) de la libertad de
expresién [art. 20.1.g)] y del derecho a recibir y comunicar informacién
veraz [art. 20.1.d)] ha supuesto €l establecimiento de uno de los requisitos
basicos del Estado democratico. El derecho a la informacién es concebido
desde una doble perspectiva activa y pasiva, de tal manera que convierte al
conjunto del cuerpo social en emisor y a su vez receptor de informacién,
sin perjuicio de que en cuanto a la comunicacién los profesionales de la in-
formacién ocupen una posicién preponderante pero no exclusiva (1).

Hoy, la informacién como derecho fundamental en el Estado social y
democratico de Derecho ya no se concibe, simplemente, como un mero limi-
te al ejercicio del poder politico que asegure y proteja intereses individuales,
sino que también expresa un conjunto de valores objetivos que afectan al
conjunto de la sociedad y que exigen de los poderes piblicos una accién po-
sitiva para el aseguramiento de su ejercicio efectivo (2). Esta es una razén

(*) El texto de este trabajo se corresponde con el de la comunicacién presentada
a las XII Jornadas de Estudio sobre Introduccién a los Derechos Fundamentales,
23-27 de mayo, Madrid, 1988.

(1) STC 105/83, fundamento juridico 11; STC 165/87, fundamento juridico 10.

(2) STC 61/81, de 16 de marzo, fundamento juridico 5.
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que justifica la regulacién del derecho de rectificacién como una forma més
del derecho a la informacién, aunque la CE no lo haya previsto explicita-
mente en el articulo 20. En este sentido, la rectificacién —como instrumento
de garantia de la veracidad informativa— se incluye en la amplia constela-
cién de derechos que integra la libertad de expresién en coherencia con el
sin duda polémico mandato constitucional contenido en el articulo 20.1.d),
que reconoce el derecho a comunicar o recibir libremente informacién veraz
por cualquier medio de difusidn.

Esta referencia constitucional a que la informacién ha de ser veraz (3)
no es, evidentemente, vanal. La fuerza normativa de la CE vincula a poderes
publicos y a particulares y de ello deriva su exigibilidad por los ciudadanos.
Por tanto, que la informacién emitida o recibida sea veraz no es una cuestién
que pueda ser obviada desde una perspectiva juridica. Al igual que el plura-
lismo politico, el pluralismo informativo es un valor superior del ordena-
miento juridico que estd investido de fuerza normativa; por su parte, la ve-
racidad es uno de los elementos teleolégicos de la informacién que los diver-
sos actores sociales implicados (diarios, radiotelevisién, poderes publicos,
lectores...) no pueden dejar de lado como si de un simple factor retdrico se
tratase. Concretamente, los valores constitucionales representan un proyecto
politico normativizado y son guia para la interpretacién del ordenamiento
juridico dirigida a todos aquellos operadores juridicos a quienes les es atri-
buida esta funcién (4).

La veracidad es, pues, un factor integrante del derecho a la informacién
dotado de todos los grados de tutela judicial. Ahora bien, seria muy reductivo
afirmar que esta ultima es siempre una garantia suficiente para la libertad de
informacién. No hay que olvidar, en este sentido, que el derecho a una in-
formacién veraz deriva también del pluralismo y la concurrencia informa-
tiva. Cuanto mds diverso sea el dmbito de medios de comunicacién..., o
mejor, desde otra perspectiva, cuanto menor sea el proceso de concentracién
de las fuentes informativas, mayores seran las posibilidades de que la vera-
cidad sea realmente respetada. Sin olvidar, desde luego, la presencia de otros
factores que la condicionan, como son la formacién profesional de los perio-
distas, la incidencia de éstos en la fijacién de la linea editorial de los rotati-
vos y cadenas de radiotelevisidn, el respeto de sus derechos especificos (cldu-
sula de conciencia, secreto profesional, derechos de autoria...), etc.

(3) El anteproyecto de Constitucién (BOC de 5 de enero de 1978), en su articu-
lo 20.3, establecia que la informacién difundida fuese no sélo veraz, sino también obje-
tiva. Véase F, GArRrRIDO FaLLA, Comentarios a la Constitucién, 2* ed., Civitas, Madrid,
1985, p. 397.

(4) STC de 2 de febrero de 1981, fundamento juridico 1.B.
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El derecho de rectificacién, como garantia de la veracidad informativa,
viene regulado por la Ley Orgénica 2/1984, de 26 de marzo (LODR). Si bien
no se detiene en definirlo, de su contenido se deduce, en gran medida, qué
es lo que este derecho supone en relacién al ciudadano, los profesionales de:
la informacién y los poderes piblicos. En este sentido, el derecho de rectifica-
cién es la obligacién que afecta a cualquier medio de comunicacién de inser-
tar, en los plazos y condiciones establecidos por la ley, la respuesta que toda.
persona natural o juridica, pablica o privada, nombrada en aquél juzga nece-
sario poner en conocimiento publico.

La forma adoptada por la ley nos conduce a observar que ha agrupado:
bajo el nombre de rectificacién los dos conceptos que, por ejemplo, la doctri--
na francesa ha considerado por separado: la réplica y la rectificacién propia-
mente dicha. De esta manera se vuelve a la tradicién juridica espafiola en la.
materia —salvado ya el paréntesis de la ley Fraga de 1966—, por lo que el
derecho de rectificacién puede ser ejercido indistintamente, bien por cual-
quier persona privada, bien por persona investida de poder ptiblico.

Si se precisan algo mas algunos aspectos de este derecho y su régimen:
juridico se constata que, indudablemente, el tema que suscité mds polémica
durante el itinerario parlamentario de la ley fue el tratamiento dado al objeto.
La delimitacién del mismo a los hechos, con exclusién, por tanto, de las.
opiniones, ofrece objetivamente un mayor margen de libertad de expre-
si6n (5). En este sentido, habria que recordar que no resultaria admisible.
exigir la prueba de la verdad en los supuestos de emisién de opiniones. Sin
embargo, por ejemplo, sobre este punto la doctrina francesa y también la
legislacién italiana extienden el objeto de la rectificacién a un dmbito mas.
amplio, que incluye también las opiniones o elementos valorativos contenidos
en una informacién. Asi, RIVERO, en sus comentarios a la normativa fran-
cesa, considera que la réplica puede realizarse con independencia del conte-
nido critico o elogioso de la informacién, asi como de las inexactitudes o
informacién precisa que conlleve. BURDEAU afirma, de manera mds conclu-
yente, que su ejercicio procede sea cual sea la naturaleza de la informacién
u opinién emitida. Por su parte, la normativa italiana atribuye la réplica a los
actos, pensamientos o aseveraciones lesivas a la dignidad o consideradas, por
las personas afectadas, como contrarias a la verdad (6).

(5) Sobre el debate parlamentario en relacién al objeto del derecho de rectifica-
cién, véase DS (Congreso), Comisién de Justicia e Interior, sesién del 19 de octubre
de 1983, nim. 71, p. 2453; DS (Senado), Pleno, sesién de 14 de febrero de 1984, ni-
mero 47, pp. 2359 y 2361.

(6) Véase J. RIvERO, Les Libertés Publigues, vol. 11, PUF, Paris, 1980, p. 239;
G. BurDEAU, Les Libertés Publiques, LGD]J, Paris, 1972, p. 292, Sobre la legislacién
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Abundando en este tema, es bien cierto que la distincién entre los ele-
‘mentos facticos y valorativos de una informacién no resulta pacifica. En efec-
to, la mera seleccién de los hechos y la manera de presentarlos no deja de
expresar, en la mayoria de ocasiones, «apreciaciones y preferencias subjetivas
que comportan una particular valoracién, con lo que la frontera entre noti-
cia y opinién deja frecuentemente de estar claramente definida» (7). Ello,
sin duda, es evidente. En este sentido, entiendo que la réplica por razén de
opiniones emitidas por un medio de comunicacién sélo es asumible desde la
liberalidad que este ultimo esté dispuesto a ofrecer, por ejemplo, a través de
las habituales secciones de colaboracién, «Cartas al director», «Correo del
lector», etc. Pero estariamos ante una limitacién a la libre expresién y al
derecho a la informacién si se articulase un procedimiento que obligase a un
diario a incluir una rectificacién por opiniones vertidas sobre una persona.
En este supuesto, si el individuo afectado se siente injuriado o calumniado,
o bien juzga la informacién como intromisién ilegitima en su honor, intimi-
dad o propia imagen, puede —en cualquier caso— accionar los procedimien-
tos penales y civiles respectivos contra el medio de comunicacién.

Pero la asuncién de todo lo hasta ahora expuesto, es decir: de un lado,
la dificultad de deslindar hechos y opiniones y, de otro, la necesidad de la
mds amplia y diversa concurrencia de medios como instrumento para asegu-
rar el derecho a la informacién no puede suponer la relativizacién del con-
tenido normativo del articulo 20.1.d) de la CE. Si ésta reconoce el derecho
a la informacién veraz, no estd con ello estableciendo un principio progra-
mdtico o un simple «desiderdtum» mds o menos asumible por todos los ac-
tores sociales implicados. Se trata, por el contrario, de un componente norma-
tivo dotado de plena eficacia juridica que de no ser respetado genera la exi-
.gencia de responsabilidad juridica. Por todo ello, este factor juridico «de res-
peto a los hechos en cuanto datos reales de objetividad evidente o empirica-
mente constatable» (8) es, junto a-las condiciones estructurales, pilar basico
de la informacién en el Estado democratico.

de otros paises sobre esta materia véase T. GONzALEZ BALLESTEROS, E! derecho de
rectificacion en prensa, radio y televisién, Instituto Editorial Reus, Madrid, 1981.

(7) Véase A. FERNANDEZ-MIRANDA CAMPOAMOR, «Libertad de expresién y derecho
de la informacién», en Constitucién Espariola de 1978 (tomo I1): Comentarios a las
Leyes Politicas (dir. OscAR ALZAGA), Edersa, Madrid, 1984, p. 531.

(8) Ibidem, p. 531.
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II. LA NATURALEZA JURIDICA DEL DERECHO DE RECTIFICACION:
SU VALOR AMBIVALENTE

El car4cter normativo del derecho constitucional a recibir y comunicar
informacién veraz es un bien juridico protegido y, por tanto, es condicién
previa para abordar la naturaleza juridica del derecho de rectificacién, obje-
to de una de las dos sentencias que aqui se comentan.

La CE no se refiere a él explicitamente ni en el articulo 20 ni en ningin
otro precepto. Resulta, sin embargo, evidente que de acuerdo con lo hasta
ahora expuesto el citado precepto constitucional integra, bajo el rétulo gené-
rico de la libertad de expresién, un entramado plural de derechos de conte-
nido heterogéneo, entre los cuales se encuentra el derecho de rectificacién,
afectado del mismo sistema de garantias que el resto (recursos ordinarios vy,
en su caso, recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional —TC—). Se
trata, por tanto, de un derecho fundamental que junto con la cldusula de
conciencia y el secreto profesional —entre otros— forma parte del derecho
a la informacién. Y es un derecho fundamental de valor ambivalente: a) en
primer lugar, porque es una forma especifica de ejercicio del derecho a co-
municar informacién; b) en segundo lugar, porque en la medida en que la
veracidad es un valor juridico, opera como limite constitucional de la in-
formacién.

Rectificar es reducir una cosa a la exactitud que debe tener, por lo que
su 4mbito parece contraerse al mundo de los hechos. Replicar significa instar
o argliir contra una respuesta o argumento. Por tanto, la opcién que, en este
sentido, ha tomado la LO 2/84 ha sido clara: la rectificacién deberi redu-
cirse a los hechos de la informacién y no a la valoracién que de los mismos.
pueda hacer una publicacién o cualquier otro medio de comunicacién.

En consecuencia, derecho de rectificacién es dar la propia versién de los
hechos al conjunto del cuerpo social. Constituye una via especifica de infor-
macién dirigida a la colectividad a fin de ponerla al corriente de un presun-
to error contenido en una informacién previamente transmitida. Es, en defi-
nitiva, una manifestacién especifica del derecho a la informacién por parte
de personas —fisicas o juridicas— que como tales no han hecho del perio-
dismo su profesién; lo cual supone que la titularidad del ejercicio de este
derecho es compartida tanto por los sujetos habitualmente informantes
como también por los informados.

La cobertura constitucional de este planteamiento deriva de la perspecti-
va activa del derecho a la informacién contemplada en el articulo 20.1.d) de
la CE —derecho a comunicar informacién veraz—. Por su parte, el Tribu-
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nal Constitucional, desde las primeras resoluciones sobre este tema, ha man-
tenido un criterio homdlogo al afirmar lo siguiente:

«(...) el derecho a comunicar, que en cierto sentido puede con-
siderarse como una simple aplicacién concreta de la libertad de ex-
presion, (...) es derecho del que gozan también sin duda todos los
ciudadanos, aunque en la prdctica sirva sobre todo de salvaguarda
a quienes hacen de la bisqueda y difusion de la informacién su pro-
fesién especifica» (9).

Las formas a través de las cuales se articula este derecho de la persona
no vinculada profesionalmente al mundo del periodismo son diversas. Por
ejemplo, los comunicados de una asociacién de vecinos sobre un problema
urbanistico en el Boletin de la asociacién, las cartas al director de los lectores
de un periédico, la rueda de prensa de unos sindicatos convocada a propésito
del desarrollo de una huelga por ellos convocada, el comunicado de dos en-
tidades bancarias en el que manifiestan el inicio de un proceso de fusién, etc.;
y, desde luego, entre las mismas se ha de incluir también el ejercicio del de-
recho de rectificacién ante un medio de comunicacién como via para trans-
niitir la propia versién de los hechos. Una versién que, como maés adelante se
sostendra, no puede ser concebida simplemente como una aportacién més de
la persona o el poder piiblico sobre unas circunstancias que le afectan, sino
que ha de contener elementos de garantia suficientes que racionalmente cues-
tionen la informacién difundida con anterioridad.

Esta via especifica de informacién atribuida al individuo viene referida
a hechos de interés piblico que, como ha afirmado el Tribunal Constitu-
ccional, «sean necesarios para que sea real la participacién de los ciudadanos
en la vida colectiva» (10), lo que pone de manifiesto que estamos también
ante una forma difusa de participacién politica que para casos concretos
(«... hechos que le aludan, que considera inexactos y cuya divulgacién pueda
causar perjuicio» —art. 1 de la LODR—) facilita al ciudadano un instru-
mento juridico para la salvaguarda de sus intereses y, a su vez, proporciona
a la sociedad una informacién que, eventualmente, puede ser de interés co-
lectivo.

(9) STC 61/81, de 15 de marzo, fundamento juridico 4. Asimismo, sobre la distin-
cién cntre comunicar y recibir informacién, véase también las SSTC 105/83, funda-
mento juridico 11; 13/85, fundamento juridico 2, y 168/86, fundamento juridico 2.
Y, por supuesto, la STC 165/87, de 27 de octubre, fundamento jurfdico 10 (el subra-
yado es mio).

(10) STC 105/83, de 23 de noviembre, fundamento juridico 11,
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Desde otra perspectiva, el valor juridico otorgado a la veracidad infor-
mativa configura el derecho de rectificacién como un limite del derecho a
la informacién.

La proteccién de la veracidad se realiza a través de una combinacién de
garantias que se superponen. La exigencia de responsabilidad penal y civil
tiene unos efectos mas contundentes para el sujeto pasivo, ya que inciden
directamente sobre su libertad personal y su patrimonio, mientras que el de-
recho de rectificacién produce unas consecuencias més tenues, pero en nin-
gin caso insignificantes, ya que la accién de rectificacién ejercida ante el
juez, si éste la considera procedente, impele al medio de comunicacién a pu-
blicar un texto cuya autoria no le corresponde.

Asimismo, la proteccién de la veracidad en un Estado democratico, donde
el pluralismo es un componente axioldgico de las normas juridicas, no es un
objetivo que quede reducido tnicamente al estricto interés de las partes im-
plicadas, sino que es también —y principalmente— el conjunto de la socie-
dad quien resulta beneficiada. Estamos, pues, ante uno entre otros tantos
ejemplos que confirma la doble dimensién que caracteriza la posicién cons-
titucional de los derechos fundamentales. En primer lugar, como derechos
ptiblicos subjetivos que el Estado queda obligado a garantizar cuando sean
alegados por el individuo. En segundo lugar, como derechos dotados de una
dimensién institucional en la medida en que el dmbito de intereses protegi-
dos trasciende los meramente personales para alcanzar aquellos que afectan
al cuerpo social en su conjunto. La informacién veraz y plural es un bien
colectivo.

Esta perspectiva institucional no puede suponer, desde luego, que a tra-
vés de una supuesta defensa de intereses objetivos que impliquen a la colec-
tividad se produzca un olvido o desconsideracién de aquellos que afecten
a la persona en su dmbito estrictamente subjetivo. De ser asi, no estariamos
ante un derecho (el de informacidn), sino ante un instrumento autoritario al
servicio del Estado por el que se atribuiria a los diversos medios de comu-
nicacién una especie de funcién social legitimadora, no precisamente del
pluralismo informativo y la veracidad como componente del mismo, sino de
un determinado poder u opcién politica. Por todo ello, resulta imprescindi-
ble que ambos planteamientos o perspectivas (subjetiva e institucional) se
yuxtapongan. No que se autoexcluyan (11).

La ambivalencia del derecho de rectificacién (como medio de informa-

(11) Véase M. CarriLLO, Los limites a la libertad de prensa en la Constitucién
espafiola de 1978, PPU, Barcelona, 1987, pp. 146-148, y A. E. Pérez LuNo, Los dere-
chos fundamentales, Tecnos, Madrid, 1984, pp. 22-26.
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cién y también como limite) impide su consideracién tinicamente como ga-
rantia procesal de otros derechos e intereses legitimos (12), como pueden ser,
desde luego, el derecho al honor, a la intimidad o a la propia imagen. Por-
que, sin perjuicio de reconocer que con el ejercicio del derecho de rectifica-
cién se pretende en un buen nimero de casos salvaguardar estos derechos de
la personalidad, la inclusién por la CE del adjetivo veraz atribuido a la in-
formacién le otorga —como ya hemos visto— valor normativo y, por tanto,
sustantividad propia, més alld del cardcter instrumental que le ha asignado
el Tribunal Constitucional (13). Una cosa no excluye la otra, como también
ha reconocido el alto 6rgano jurisdiccional, cuestién esta que se abordaré
mds adelante (14).

Abundando mds sobre este tema, hay que precisar que el derecho de
rectificacién no supone que, como tal, deba estar siempre y forzosamente
subordinado a la previa existencia de una deliberada intencién de herir o
molestar por parte del autor de! articulo o noticia. Ni tampoco que se hayan
causado perjuicios, sino que puedan llegar a causarse. Y no se trata s6lo de
perjuicios econémicos, sino también otros de indole moral o profesional (15).
Una informacion puede ser errénea y no lesionar otros bienes juridicos pro-
tegidos. Es en este supuesto cuando, probablemente, el derecho de rectifica-
cién adquiere una mayor sustantividad, ya que entonces su ejercicio no estd
vinculado a la defensa de otros derechos fundamentales. Ello no excluye, evi-
dentemente, que en muchas ocasiones el activar la rectificacién tenga una
finalidad plural: en primer lugar, la proteccién de la veracidad informativa,
pero inmediatamente después —y como consecuencia de ello—, la protec-
cién del honor, intimidad, etc. Naturalmente, sin perjuicio de que éstos pue-
dan y deban ser garantizados plenamente a través de otros procedimientos
jurisdiccionales como son la demanda civil por intromisién ilegitima (LO 1/
1982, de 5 de mayo) o la querella criminal por injurias o calumnias (articu-
los 453 a 457 del CP).

(12) Véase, en este sentido, C. CHINCHILLA, «Sobre el derecho de rectificacién
(En torno a la STC 168/86, de 22 de noviembre)», en Poder Judicial, nim. 6 (2.° épo-
ca), Madrid, 1987, p. 74.

(13) STC 35/1983, de 11 de mayo, fundamento juridico 4; STC 168/86, de 22 de
diciembre, fundamento juridico 4.

(14) STC 168/86, dc 22 de diciembre, fundamento juridico 5.

(15) Véase R. Dumas, Le droit de linformation, PUF, Paris, 1981, pp. 588 y 591;
J. ToME PAULE, «La rectificacién de informaciones inexactas en el novisimo Derecho
espaiiol», en Poder Judicial, ndm. 12 (1. época), p. 73.
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III. (RECTIFICACION POR INFORMACIONES VERACES?
LA STC 168/1986, DE 22 DE DICIEMBRE

Si bien —como ya hemos visto— no es ésta la primera resolucién del
Tribunal Constitucional sobre el contenido del derecho de rectificacién (16),
si que es una sentencia en la que se profundiza el objeto del mismo, de forma
que, a mi juicio, ha de ser entendida como complementaria de la dictada
en 1983.

La sintesis de los hechos que la ocasionaron es la siguiente: como con-
secuencia de un articulo publicado en el semanario Tiempo relativo a la en-
tidad mercantil MERCOSA y en el que se hacia referencia a su presidente,
éste remiti6 al director de la revista un escrito de rectificacién para su pu-
blicacién. Denegada ésta, la citada entidad demandé judicialmente a la revis-
ta a fin de que se ordenase la publicacién de dicho escrito al amparo de la
LO 2/84. El Juzgado de Primera Instancia de Madrid desestimé6 la demanda
por entender que el escrito de rectificacién no se limitaba a los hechos de la
informacién aparecida, sino que encerraba una serie de juicios de valor.
Apelada la sentencia, la Audiencia Territorial dicté resolucién revocatoria
ordenando la publicacién parcial de la rectificacién. El posterior recurso de
casacién presentado por la revista fue denegado por Auto del Tribunal Su-
premo. La demanda de amparo contenia alegaciones basadas en la infrac-
cién del articulo 20.1.d) —derecho a comunicar o recibir libremente infor-
macién veraz—, puesto que el semanario no habia infringido este mandato
constitucional (la informacién no faltaba a la verdad) y, sin embargo, €l con-
tenido de la rectificacién si que la contradecia. En este sentido, afiadia el
recurrente, la Ley Orgénica 2/84 no puede amparar el derecho subjetivo a
publicar una rectificacién que no es veraz.

Los argumentos centrales de la ratio decidendi del Tribunal giraron en
torno al significado del derecho de rectificacién, la naturaleza de la veraci-
dad infomativa y los medios jurisdiccionales para averiguarla. En extracto
fueron los siguientes:

a) El ordenamiento juridico establece las acciones penales y civiles y
los procedimientos necesarios para investigar la verdad de los hechos publi-
cados. Junto a ellos se encuentra el derecho de rectificacién, que tiene una
finalidad preventiva.

b) En aplicacién de la Ley Orgdnica 2/84, puede imponerse la difusién
de un escrito de réplica o rectificacién que posteriormente pudiese revelarse

(16) STC 35/1983, de 11 de mayo, ya citada.
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no ajustado a la verdad. Por esta razén, la resolucién judicial que estima una
demanda de rectificacién no garantiza en absoluto la autenticidad de la ver-
sién de los hechos presentada por el demandante.

¢) Abundando en ello, la rectificacién impuesta en los términos esta-
blecidos por la LO 2/84 de una informacién que el rectificante considera
inexacta y lesiva de sus intereses no menoscaba el derecho fundamental pro-
clamado por el articulo 20.1.d) de la CE, ni siquiera en el caso de que la in-
formacién que ha sido objeto de rectificacién pudiera revelarse como cierta
y ajustada a la realidad de los hechos.

d) La divulgacién de dos versiones diferentes de unos mismos hechos,
cuya respectiva exactitud no ha sido declarada por ningiin pronunciamiento
firme de los 6rganos judiciales competentes, no restringe tampoco el derecho
a recibir informacién que sea veraz.

e) Finalmente, sobre el juicio verbal de rectificacién, la sentencia pre-
cisa que en el mismo no hay obligacién de indagar exhaustivamente la verdad,
ya que, ademés de que la sumariedad del procedimiento no lo permite tampo-
co, es una evidencia que se deduce de lo dispuesto en el articulo 20.1.d)
de la CE.

El planteamiento del derecho de rectificacién en un Estado de Derecho
supone, como premisa bésica inicial, un reconocimiento previo: los respon-
sables de una publicacién o de una emisién radiofénica o televisiva son so-
beranos en la determinacién de su contenido. De acuerdo con RIvVERO, ello
excluye, de un lado, que les pueda ser negado el derecho a difundir determi-
nadas informaciones y, de otro, que les pueda ser impuesta la publicacién de
textos que la direccién del medio no ha escogido (17) (aqui habria que excluir
—de acuerdo con lo previsto por el ordenamiento juridico espafiol— la obli-
gatoria difusién de disposiciones que la autoridad dicte durante la vigencia
de cualquiera de los estados excepcionales previstos en el articulo 116 CE).
No se trata, sin embargo, que esta soberania pueda identificarse con el dere-
cho absoluto de publicar o emitir cualquier informacién, noticia u opinién
independientemente de su contenido. Los derechos reconocidos por la CE no
son ilimitados (18). Y es en este 4mbito donde opera el derecho de rectifica-
cién entendido desde la ambivalencia analizada en el apartado anterior.

La argumentacién general de la Sentencia 168/86 es muy sugestiva y
coherente —en principio— con el contenido esencial del derecho a la infor-
macién ya reiterado en resoluciones anteriores. De acuerdo con ello, la rec-

(17) Véase RIVERO, op. cit., pp. 238-239.
(18) Asi lo ha reconocido reiteradamente la jurisprudencia del TC. Véase, por to-
das, la STC 165/87, de 27 de octubre, fundamento juridico 10,

196



DERECHO A LA INFORMACION Y VERACIDAD INFORMATIVA

tificacién instada a un medio de comunicacién es una forma mds de comu-
nicar informacién por parte de quien la ejercita (particular o poder piblico),
a través del cual se hace llegar a la sociedad otra versién sobre unos mismos
hechos, con lo cual el pluralismo informativo resulta reforzado. Por esta razén,
la rectificacién puede llegar a no ser ajustada a la verdad, puesto que —pare-
ce seiialar el TC— no es el objeto principal del procedimiento. El ordena-
miento juridico ha previsto otros procedimientos de naturaleza civil y penal
como los mas adecuados para este fin.

Bien. Sin perjuicio de reconocer que este planteamiento puede resultar el
mds adecuado en determinados supuestos, y especialmente en aquellos en los
que, por su complejidad, el procedimiento verbal de rectificacién resulta insu-
ficiente para indagar sobre la veracidad de la informacién, hay que precisar
que la linea interpretativa de esta sentencia favorece un cierto automatismo
en el ejercicio del derecho de rectificacién. Automatismo que, probablemen-
te, sublima la necesidad de dos o varias versiones sobre unos mismos hechos
como mejor manera para ejercer el pluralismo informativo, con lo que parece
dejarse en una posicién secundaria el valor juridico-constitucional de la ve-
racidad.

Esta ultima constituye un mandato vinculante para poderes publicos y
particulares. Es decir, la veracidad entendida como la correcta adecuacion
de una informacién a los hechos acontecidos no es un elemento que pueda
ser obviado. Cierto es, no obstante, que la determinacién de la veracidad no
siempre es sencilla y que ademds, en ocasiones, la mejor forma de llegar a
ella es dar audiencia a las diversas partes en conflicto y conocer su version
de los hechos. Sin duda. Pero ello no puede ser elevado a categoria general
indiscriminada cuando del derecho a la informacién se trate. La veracidad no
siempre debe ser entendida como expresién de la propia subjetividad y, por
tanto, producto de un planteamiento parcial (19), cuestionable por principio.
La veracidad puede ser también resultado de un proceso responsable de in-
dagacién sobre unos hechos que concluye en una informacién difundida en
un medio de comunicacién que asume por ello la responsabilidad. Contra esto
se podria argiiir, seguramente, que en una informacién resulta dificil, cuando
no imposible, separar hechos de opiniones. Ello también es cierto. Pero no
impide constatar que la informacién no deja de ser veraz por tal circuns-
tancia. Los hechos pueden ir acompafiados de valoraciones criticas y, en rea-
lidad, es obvio que dificilmente se dard en la practica una informacién es-

(19) Véase J. ViLas NOGUEIRA, «El ‘derecho’ a la informacién mendaz (Algunas
consideraciones sobre la jurisprudencia constitucional acerca dec Ja libertad de infor-
macién)», Congreso de la Asociacién Espariola de Ciencia Politica y Derecho Consti-
tucional, Albacete, abril de 1987, p. 6 (texto mecanografiado).
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trictamente limitada a los hechos. Resulta habitual, por el contrario, que éstos
y las opiniones aparezcan entrelazados (20). Como ha sefialado el Tribunal
Europeo de Derechos Humanos, «seria inaceptable identificar la funcién de
los medios de comunicacién como una mera y aséptica exposicén de datos».
Asimismo, el Tribunal Constitucional aconseja que en los casos en los que
puedan aparecer entremezclados elementos de una u otra significacién (fac-
ticos o valorativos) es preciso atender, para calificar tales supuestos y enca-
jarlos en cada uno de los apartados del articulo 20 de la CE [art. 20.1.a):
libertad de expresion; art. 20.1.d): derecho a la informacién], «al elemento
que en ellos aparece como preponderante» (21).

Esta labor de diseccién entre hechos y componente valorativa, aunque difi-
cil, resulta imprescindible, y es aqui donde opera en toda su dimensidn el de-
recho a comunicar y/o recibir informacién veraz. Una cosa son opiniones,
que siempre son libres y nunca serdn falsas. Otra cosa son hechos. Por esta
razén, un medio de comunicacién no puede escudarse en el pluralismo como
valor constitucionalmente protegido para alegar que la informacién falsa
que ha difundido es, en realidad, producto de su versién de los hechos. El plu-
ralismo no excluye el deber de respetar la veracidad informativa, asi como
tampoco permite la noticia tendenciosa, definida por el TC italiano como
«(...) aquella que, refiriendo hechos verdaderos, los presenta, con indepen-
dencia de la intencionalidad, de modo que quien los aprehende se forma una
visién alterada de la realidad» (22). En este supuesto, la informacién también
deja de ser veraz y los poderes pablicos pueden actuar para tutelar el bien
juridico lesionado.

Sentadas estas precisiones, el procedimiento de demanda de rectificacién
contra un medio de comunicacién requiere una actitud flexible por parte del
juzgador. Sin duda, es muy sugerente la posicién adoptada por la sentencia
de que:

«(...) la divulgacién de dos versiones diferentes de unos mismos
hechos cuya respectiva exactitud no ha sido declarada por ningin
pronunciamiento firme de los érganos judiciales competentes, no res-

(20) Véase R. Casas VALLES, «Sobre la libertad de informacién y sus limites: la
Sentencia del Tribunal Constitucional 6/1988, de 21 de enero», p. 6 (texto mecano-
grafiado). Agradezco a este colega, profesor titular de Derecho Civil de la Universidad
de Barcelona, la amabilidad de proporcionarme cl texto de este trabajo, de préxima
aparici6n en la Revista Juridica de Catalunya.

(21) STEDH, de 8 de julio de 1986 (caso Lingens), Boletin de Jurisprudencia Cons-
titucional, nim. 75; STC 6/1988, de 21 de enero, fundamento juridico 5.

(22) Cit, por J. DE ESTEBAN y L. L6PEZ GUERRA, El régimen constitucional espariol,
vol. I, Barcelona, 1980, p. 173.
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tringe tampoco el derecho a recibir la informacién que sea veraz (...),
ya que (...) la investigacién de la verdad y la declaracién de los
hechos ciertos siempre puede instarse y determinarse a posteriori
mediante las acciones y procedimientos plenarios que el ordena-
miento arbitre al efecto» (23).

Desde esta perspectiva, el derecho a la informacién podria resultar refor-
zado. Y digo podria, ya que si —como dice el TC— «(...) en aplicacién de
dicha ley —LODR— puede ciertamente imponerse la difusién de un escrito
de réplica o rectificacién que posteriormente pudiera revelarse no ajustado
a la verdad», el juez habrd de medir mucho esta decisién. Entiendo que ésta
serd correcta cuando el drgano judicial razone en su sentencia que existen
indicios racionales que expresan la falsedad de la informacién difundida. Si
no es asi, la solucién ha de ser la contraria y, por tanto, la rectificacién no
puede ser aceptada. Es decir, la inclusién, en muchas ocasiones necesaria,
de una segunda versién de los hechos no puede legitimar un automatismo del
juez que, con el hipotético objeto de ampliar el espectro informativo, esté
—de hecho— dando cabida a una rectificacién carente de solidez.

En consecuencia, el derecho a una informacién plural no excluye la bus-
da de una informacién veraz, puesto que asi deriva de la fuerza normativa
de la CE.

La inclusién de una rectificacién, ya sea por aceptacién del propio medio,
ya sea a instancia de la autoridad judicial, afecta objetivamente a la credi-
bilidad de aquél. Esta circunstancia puede ser, en ocasiones, un buen ejem-
plo de tolerancia y pluralismo y, por tanto, acrecentar su aceptacién social
entre el piblico. Ahora bien, resulta indudable que una sucesién de rectifi-
caciones por causa de informaciones cuya veracidad resulte cuestionada inci-
de negativamente, aunque después la posicién del diario o emisora resulte
ratificada judicialmente. Ello no es problema vanal, mixime cuando los me-
dios de comunicacién y los periodistas son —o han de ser— «garantia de
una comunicacidn libre y requieren una especial consideracién por parte de
los poderes ptblicos» (24).

Desde luego, la credibilidad se obtiene a pattir de un ejercicio responsa-
ble del derecho a comunicar informacidén, que exige un deber de diligencia
suficiente basado en el contraste previo de la noticia difundida que evite la
mera divulgacién de rumores o simples especulaciones (25). Pero dicho esto,

(23) STC 168/86, fundamento juridico 5.
(24) STC 61/1981, de 16 de marzo, fundamento juridico 3.
(25) Sobre el deber diligencia de los medios de comunicacién y la influencia que
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hay que ainadir seguidamente que ¢l deber de diligencia no puede ser obvia-
do tampoco por quien ejerce el derecho de rectificacién a fin de rechazar
toda utilizacién instrumentalizadora de los medios de comunicacién. Por
tanto, el juez ha de ponderar ambas posiciones de tal forma que pueda que-
dar salvaguardado el derecho a obtener informacién veraz,

Ante la disyuntiva de decretar la inclusién o no de una rectificacién, el
TC recuerda que:

«(...) la sumariedad del procedimiento verbal, de la que es buena
muestra que sélo se admitan las pruebas pertinentes que puedan
practicarse en el acto [art. 6.b) LODR], exime sin duda al juzgador
de una indagacién completa tanto de la veracidad de los hechos
difundidos o publicados como de la que concierne a los contenidos
en la rectificacién...» (26).

Indudablemente, esta eventualidad puede producirse en muchas ocasio-
nes, en especial cuando la informacién presuntamente errénea se basa en
datos de notable complejidad técnica (piénsese en una informacién de caréc-
ter cientifico, en la aportacién de datos macroeconémicos, en referencias his-
téricas de dificil verificacién, etc.). Pero, no obstante, la exencién de la que
se beneficia el juzgador de instancia ha sido formulada por el TC con exce-
siva contundencia, puesto que, sin perjuicio de admitir —reitero— que en
determinadas circunstancias las pruebas que puedan practicarse en el acto
del juicio no sean suficientes, ello no tiene por qué constituir una regla ge-
neral.

Esta contundencia jurisdiccional tal vez se ve favorecida por la rigidez de
la LODR [art. 6.c)] al establecer que la sentencia del juicio verbal iniciado
tras la negativa de un medio de comunicacién a incluir la rectificacién «se
limitard a denegar la rectificacién o a ordenar su publicacién o difusién en
la forma y plazos previstos en el articulo 3...», el cual ha previsto que la
publicacién de la rectificacién ha de ser integra. Ello parece abonar la idea
de que fuera de esta alternativa no cabe otra opcién. Sin embargo, resulta
dificil negar cobertura constitucional a la posibilidad de que el juez —en
virtud del principio de congruencia que opera como limite de su actuacién—
pueda estimar parcialmente una demanda de rectificacién (27) que incluya
lo que se ha probado en juicio y deje para procesos posteriores —si asi lo

en cllo ha tenido la jurisprudencia americana se incidird en el Gltimo apartado de este
trabajo (véase STC 6/1988, de 21 de enero; BOE nim. 31, de 5 de febrero de 1988).
(26) STC 168/86, fundamento juridico 4 (el subrayado es mio).
(27) Véase ToME PauLE, art. cit.,, p. 83.
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desean los litigantes— aquello otro sobre lo que no ha sido posible compro-
bar su veracidad.

Asimismo, resulta excesivo considerar que «son las acciones penales y
civiles y otros procedimientos...» las vias necesarias para investigar la verdad
de los hechos difundidos, mientras que el derecho de rectificacién es sélo un
medio preventivo para evitar el perjuicio que una determinada informacién
pueda causar» (28). Sin negar este planteamiento de forma absoluta, no puede
olvidarse tampoco que la rectificacién no sélo tiene por objeto la proteccién
de los derechos de la personalidad —siempre de una forma indirecta—, sino
que en todo caso, y de manera directa, puede ser ejercido siempre que la in-
formacién falte a la verdad, incluso en los supuestos en los que los derechos
de la personalidad no hayan quedado afectados (la informacién errénea no
siempre supone violacién del derecho al honor, a la intimidad...). Es, pues,
en esta circunstancia cuando la veracidad como limite del derecho a la infor-
macién aparece de forma més nitida. En consecuencia, si el juez no resuelve
sobre este punto y mantiene una actitud jurisdiccional restringida, alicorta,
mas sensible a aceptar la inclusién de la rectificacién —sin perjuicio de ul-
teriores resoluciones judiciales que ya no le corresponden— con el fin de fa-
cilitar o proporcionar al cuerpo social otra versién de los hechos, podr4, en-
tonces, aparecer como un simple depositario de una reclamacién. Y el derecho
a la tutela judicial quedaré diluido, porque el juez ha hecho dejacién de parte
de sus atribuciones en la fase de prueba.

Por ello resulta insuficiente que el TC reconozca que:

«(...) la simple insercién de una versién de los hechos distinta y
contradictoria ni siquiera limita la facultad del medio de ratificarse
en la informacién inicialmente suministrada o, en su caso, aportar y
divulgar todos aquellos datos que la confirmen o avalen.»

Se hace preciso, por ello, recordar aqui el valor normativo del derecho a
comunicar y recibir informacién veraz, asi como también la facultad atribui-
da a los diversos medios de comunicacién de decidir sobre qué es aquello
que publican o difunden, de acuerdo con lo previsto por el ordenamiento
juridico.

(28) STC 168/86, fundamento juridico 4.
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IV. LA VERACIDAD DE LA INFORMACION COMO DEBER
DE DILIGENCIA: LA STC 6/1988, DE 21 DE ENERO

En el apartado anterior sc ha insistido en la necesidad de una actitud
flexible del juez ante una demanda de rectificacién, pero exigiendo de la
misma un deber de diligencia sobre la informacién que proporciona.

Este planteamiento puede ser reputado inicialmente como en exceso fa-
vorable a las tesis defendidas por los profesionales del periodismo, los cuales,
en ocasiones no sin razén, han sido censurados por mantener un doble con-
cepto sobre la veracidad informativa: flexible respecto de las informaciones
por ellos difundidas y mucho més rigido con relacidn a las rectificaciones que
le sean planteadas.

La sentencia del TC que aqui se analiza introduce un criterio interpreta-
tivo sobre la veracidad muy novedoso en relacién con lo hasta ahora tenido
en cuenta por los diversos 6rganos jurisdiccionales espafioles. Su contenido
es amplio y los temas de relevancia juridico-constitucional diversos: la distin-
cién entre libertad de expresién y derecho a la informacién (fundamento ju-
ridico 5); la titularidad del derecho a la informacién (fundamentos juridi-
cos 5y 6); la nocién de informacién veraz (fundamentos juridicos 5 y 7), etc.
De todos ellos s6lo se abordard —en una primera aproximacién— este tltimo.

Los hechos que generaron el pronunciamiento del TC fueron, en sintesis,
los siguientes: un redactor que prestaba servicio en la Oficina de Prensa
del Ministerio de Justicia fue despedido por la comisién de una falta muy gra-
ve de deslealtad y abuso de confianza. La causa de ello fue una conversacién
mantenida por el periodista con personas vinculadas a la redaccién de la
agencia de noticias Europa Press, fruto de la cual fue la emisién de un despa-
cho en el que se decia: «Redactor de la Oficina de Prensa del Ministerio de
Justicia, declaré a Europa Press, que tiene intencién de dirigir préximamen-
te un escrito al Subsecretario de Justicia, en el que expone su preocupacién
por la filtracién de noticias desde este Departamento a la Editorial PRISA.»
Tras la demanda de despido, el Magistrado de Trabajo lo considerd improce-
dente. Por el contrario, el Tribunal Supremo juzgé que el periodista habia
rebasado el derecho a la libre expresién, ya que, en su misién de redactor
adscrito al Gabinete de Prensa, sélo estaba autorizado a dar publicidad a las
noticias que sus superiores acordaban, pero no a aquellas otras que concier-
nen al régimen interno del funcionamiento del servicio. El fundamento del
recurso de amparo se basé —entre otros preceptos alegados— en: 1) la
violacién del derecho a la libertad de expresi6n, puesto que —argumentaba
el periodista— se habfa limitado a expresar su opinién fuera del horario de
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trabajo como ciudadano y miembro de cierta asociacién; 2) violacién del
derecho a la libre informaci6én, basidndolo en que existian pruebas de las
filtraciones denunciadas.

Aunque la veracidad de la informacién no fue probada, el TC otorgé el
amparo al recurrente de acuerdo con los argumentos siguientes:

1.° «Cuando la CE requiere que la informacién sea veraz no estd tanto
privando de proteccién a las informaciones que puedan resultar erréneas —o
sencillamente no probadas en juicio— cuanto estableciendo un especifico
deber de diligencia sobre el informador, a quien se le puede y debe exigir
que lo que transmite como hechos haya sido objeto de previo contraste con
datos objetivos» (fundamento juridico ndm. 5).

2.° Seguidamente, el TC precisa los limites de este derecho, negando
cobertura constitucional «a quienes, defraudando el derecho de todos a la
informacién, actien con menosprecio de la veracidad o falsedad de comu-
nicado». En este sentido, afiade, «(...) el ordenamiento no presta su tutela a
tal conducta negligente, ni menos a la de quien comunique como hechos
simples rumores o, peor aun, meras invenciones o insinuaciones insidiosas,
pero si ampara en su conjunto la informacién rectamente obtenida y difundi-
da, aun cuando su total exactitud sea controvertible» (fundamento juridico
numero 5).

La adopcidn de este criterio jurisprudencial sobre el contenido del articu-
lo 20.1.d) de la CE supone una delimitacién de la nocién de informacién
veraz a partir de un criterio més flexible que asume, incluso, la proteccién
constitucional de la informacién errénea cuando su proceso de elaboracién
y difusién no manifieste una actitud dolosa o gravemente negligente y si, por
el contrario, una diligencia verificable en el medio o en el periodista que
transmita una informacién.

Esta linea interpretativa procede de la doctrina sentada por el Tribunal
Supremo de los Estados Unidos en el célebre caso New York v. Sullivan en
1964. Actualmente, este criterio ha sido también asumido, aunque en térmi-
nos no tan rotundos, por la jurisprudencia y la legislacién de otros paises de
tradicién juridica diversa, como Inglaterra, RFA o Austria (29).

Objetivamente, el contenido general de esta importante resolucién juri-
dica introduce elementos muy favorables para un ejercicio integral del dere-
cho a la informacién y, en consecuencia, establece unas bases juridicas mas
sélidas para la consolidacién de una institucién politica tan fundamental como
es la opinién piblica. Ello se justifica por las siguientes razones:

(29) New York Times Co. vs. Sullivan, 376 U.S. 254 (1964). Sobre la misma véa-
se S. MuNoz MACHADO, Libertad de prensa y procesos por difamacidn, Ariel, Barce-
lona, 1988, pp. 99 y ss.
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a) En primer lugar, porque flexibiliza el concepto de veracidad infor-
mativa, no constriniéndola a planteamientos absolutistas que puedan, de he-
cho, cuestionar el pluralismo informativo.

b) De acuerdo con esta primera posicion, el TC exige de los profesio-
nales de la informacién, y en general de todo aquel que la difunda, un deber
de diligencia que obliga a acrecentar al maximo los esfuerzos para llegar a
obtener una noticia coherente con lo que realmente ha acontecido. Por ello,
los profesionales de la informacién no pueden, en ningilin caso, obviar las
reglas deontoldgicas bdsicas. Por su parte, tanto las empresas periodisticas
como los poderes publicos han de facilitar las condiciones materiales adecua-
das para que el periodista pueda ejercer su trabajo plenamente. En concreto,
por lo que se refiere a la parte empresarial, la labor de contraste de una in-
formacién, asi como la investigacién que la ha precedido, supone una inver-
sién personal y material —medios técnicos y buenos profesionales— para
posteriormente responsabilizarse y defender la diligencia empleada en obte-
ner aquello que se ha difundido. Por cierto que esta responsabilidad ha de
ser solidaria, evitando que dGnicamente el redactor —como autor material de
la informacién publicada o divulgada por un medio— haya de cargar con
las eventuales responsabilidades que puedan dcrivarse, especialmente aque-
llas que son de naturaleza patrimonial. En este sentido, los articulos 1902
y 1903 del Cédigo Civil encuentran plena cobertura constitucional al mante-
ner el criterio de responsabilidad solidaria. Si, por el contrario, el editor de
un diario y su director quedan exentos, se introduciria con ello un peligroso
precedente al salvaguardar al medio de comunicacién de cualquier implica-
cién en una eventual lesién de bienes juridicos protegidos, cuando en reali-
dad es el instrumento y soporte material de la informacién (30).

Y en cuanto a los poderes ptblicos, es preciso que modifiquen su tradi-
cional tendencia a la impermeabilidad respecto a determinados aspectos de
su gestién o de la ejecutoria piblica de sus funcionarios, a fin de que el dere-
cho a la informacién no encuentre en ellos un terreno vedado.

c¢) Este deber de diligencia obtiene la compensacién de la garantia cons-
titucional a las informaciones erréneas o, simplemente, aquellas cuya veraci-
dad no ha sido probada en juicio; y también, naturalmente, aquellas otras cuya
exactitud sea controvertible. El argumento explicativo es sumamente suge-
rente, puesto que —afirma el TC— «las afirmaciones erréneas son inevitables

(30) Recientemente se han producido resoluciones judiciales responsabilizando ci-
vilmente a redactores y colaboradores de diversos rotativos: Sentencia del Juzgado de
Primera Instancia nim. 2 de Madrid, de 21 de enero de 1987; Sentencia del Juzgado
de Primera Instancia nim. 1 de Lérida, de 30 de cnero de 1987.
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en un debate libre, de tal forma que, de imponerse la verdad como condicién
para el reconocimiento del derecho, la dnica garantia de la seguridad juridi-
ca seria el silencio» (fundamento juridico nim. 5).

De esta manera, el TC reconoce que si bien la informacién veraz es un
derecho constitucional que no puede ser obviado, su efectivo ejercicio no
puede quedar —digamos— encorsetado en una nocién rigida del concepto
veraz. Si fuese asi, la tnica salida que en ocasiones —no siempre— se le
plantearia a un medio de comunicacién responsable, efectivamente, seria el
silencio. Abundando en esto, no se trata de llegar a la conclusién de que la
informacién es, en cualquier caso, una cuestién subjetiva, sino que lo que
merece relevancia es que su obtencién, es decir, el conocimiento de lo real-
mente acontecido, no es siempre posible en primera instancia, desde una
primera aproximacién. Mdxime cuando, en general, la labor de la prensa,
radio o televisién se caracteriza por la inmediatez con la que, preceptivamen-
te, ha de comunicar sus informaciones, lo que si bien no puede operar como
factor exculpatorio, si que ha de ser tenido en cuenta para entender en toda
su dimensién la labor de los medios de comunicacién.

E igualmente tampoco se trata de legitimar con ello determinadas for-
mas o géneros periodisticos que basan su actuacién en la divulgacién de
informaciones no contrastadas, simples rumores o puras invenciones. Es evi-
dente que estas actuaciones quedan al margen de la cobertura que otorga la
nueva doctrina del Tribunal Constitucional.

Con estos planteamientos enlaza de forma mucho mas precisa y tangible
con su jurisprudencia anterior, en la que establecia un conjunto de argumen-
tos delimitadores del contenido esencial del derecho a la informacién.

1. La preservacién de una comunicacién libre, sin la cual no hay tam-
poco sociedad libre, exige la garantia de ciertos derechos fundamentales co-
munes a todos los ciudadanos, pero también una especial consideracién a los
medios que aseguran la comunicacién social y, en razén de ello, a los que
profesionalmente la sirven (31).

2. Las libertades del articulo 20 no sélo son derechos fundamentales de
cada ciudadano, sino que significan el reconocimiento y la garantia de una
institucién politica fundamental como es la opinién piiblica libre, indisolu-
blemente unida al pluralismo politico (32).

3. La libertad de informacién es, en términos constitucionales, un me-
dio de formacién de opinién publica en asuntos de interés general con valor

(31) STC 61/81, de 16 de marzo, fundamento juridico 3 (el subrayado es mfio).
(32) SSTC 12/1982, de 31 de marzo, fundamento juridico 3, y 104/86, de 17 de
julio, fundamento juridico 5 (el subrayado es mio).
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de libertad preferente sobre otros derechos fundamentales, y entre ellos el de-
recho al honor (33).

La consecuencia préctica de este nuevo planteamiento del derecho a co-
municar y recibir informacién veraz refuerza notablemente la garantia que
la CE habia introducido en su articulo 20, y que se resume en que la prueba
de la verdad exonera de responsabilidad.

Ello produce efectos muy relevantes en relacién a la resolucién juridica
de los conflictos que a menudo se producen entre el derecho a la informa-
cién y otros derechos fundamentales, en especial los de la personalidad. En
este sentido, el necesario balance de intereses que todo 6rgano judicial reali-
za —o debe realizar— para dictar una correcta sentencia al respecto se ve
favorecido a partir de ahora con una aproximacién mds precisa al ambiguo
mandato constitucional contenido en el derecho a la informacién veraz.

Asi, por ejemplo, en los conflictos que con frecuencia se producen como
consecuencia de una informacién sobre asuntos o sujetos publicos en el ejer-
cicio de sus funciones como tales, resulta evidente que la prueba de la ver-
dad, entendida en los términos de la STC 6/88, sera eximente de responsa-
bilidad. Igual planteamiento habrd que sostener si la informacién preten-
didamente difamadora incide sobre una actividad privada que pueda resultar
de interés social por razén del cardcter publico del sujeto que la realiza. En
estos supuestos, la carga de la prueba es 16gico que recaiga a partes iguales
entre los litigantes, en funcién del respectivo deber de diligencia que se ha
exigido en este comentario, sobre todo aquel que transmita informacién (34).
Por el contrario, si la informacién versa sobre personas no encuadradas en
los dos casos anteriores y la informacién versa sobre actividades privadas
de las mismas, parece obvio que aqui la exigencia de la veracidad no puede
admitir matices y, por tanto, ésta se ha de entender en términos mucho mas
rigidos. Claro estd, no obstante, que la prueba de la verdad no puede operar
siempre como eximente de cualquier tipo de responsabilidad juridica si, como
en este caso, la informacién incide sobre la vida privada de una persona y
de ello no se deduce un interés social relevante.

A este respecto es preciso reiterar la necesidad de modificacién del cri-
terio, ciertamente desfasado, de la legislaciéon penal espafiola al mantener
todavia la prohibicién de la exceptio veritatis para los casos de injurias que
incidan sobre funcionarios pablicos en el ejercico de su cargo (art. 461 CP).

(33) STC 165/1987, de 27 de octubre, fundamento juridico 10 (el subrayado es mio).
(34) Véase Mufoz MACHADO, p. 161.
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